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CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS:


La iniciación de un período de gobierno republicano dio margen a un cambio estructural en el país, originado  no sólo por la renovación que ello implica, sino circunstancias por circunstancias tanto internacionales como nacionales que generan imperativos. Es acción prioritaria para lograr el cambio, la de crear nuevas leyes que permitan hacerlo adecuadamente. Es por ello que el Congreso de la Unión ha venido aprobando diversas iniciativas que tienen por objeto crear Instrumentos jurídicos que permitan implementar instituciones y emprender programas y acciones adecuadas para los nuevos cauces políticos que se  hacen necesarios.


El Estado de Jalisco no debe quedar atrás, sino por el contrario conviene que a la mayor brevedad posible se adecué su legislación a las últimas disposiciones constitucionales, lo que es el objetivo de esta iniciativa.


Las citadas reformas a la Constitución Federal, afectan básicamente, los siguientes aspectos: el fortalecimiento de la vida municipal; la renovación moral de la sociedad; y la institución de los derechos y obligaciones de los servidores públicos.


Estos renglones deben ser la pauta para la proposición de reformas a la Constitución Política del Estado de Jalisco,  en la que deben sentarse las bases para el funcionamiento de  los órganos y la determinación de las disposiciones legales aplicables.


Preocupación permanente y prioritaria del señor Presidente de la República Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado es el fortalecimiento municipal Para lograr tal objetivo se han venido  instrumentando medidas para vigorizar la célula que nutre en la democracia al Estado y a la Federación.


Para revitalizar nuestra centenaria institución se reformó y adicionó la Constitución Política del País, constituyendo el punto de partida las modificaciones a las constituciones de las Entidades Federativas y a sus leyes secundarias.

En efecto, al modificarse el artículo 115 Constitucional se consideró el aspecto histórico; la redistribución de competencias; la descentralización; el federalismo; y en forma singular los reclamos de los diferentes sectores sociales del país obtenidos en su campaña política electoral.


Se ratifica en la iniciativa presidencial el papel histórico tan importante del municipio en nuestra vida nacional al hacer la institución las siguientes consideraciones. 


“Nuestra historia es rica en sus manifestaciones pues lo encontramos ya delineado en los calpullis de los aztecas, en las organizaciones privadas de la culturas mixtico-zapotecas y en  los planes de la adelantada civilización maya.


Fue base  política de la conquista desde la fundación del Ayuntamiento de la Villa Rica de la Veracruz en el año de 1519.


El municipio indígena combatió con el español, de profundas raíces romana  y visigótica, la prolongada época colonial; existió en las etapas de las etapas de la independencia y de la reforma;  perduró, aunque desvirtuado por las negativas actuaciones del  prefecto o jefe político, durante el régimen porfiriano, y devino como decisión fundamental del pueblo mexicano en el municipio libre de la Constitución de 1917.

Su naturaleza de índole social y natural encontró regulación como unidad política, administrativa y territorial de nuestra vida nacional como una de las grandes conquistas de la revolución mexicana.


En el constituyente de Querétaro motivó apasionados debates cuando se pretendió establecer desde el punto de vista constitucional su autonomía económica y política, traducidos a la postre en el texto del artículo 115”.


Se analiza asimismo en la preinvocada iniciativa presidencial la trascendencia de la descentralización en la vida nacional y la función del municipio dentro del federalismo al establecer que:


“Es evidente que nuestra práctica política dio al federalismo una dinámica centralizadora que permitió durante una larga fase histórica multiplicar la riqueza, acelerar el crecimiento económico y el desarrollo social, y crear centros productivos modernos. Pero hoy sabemos bien que esta tendencia ha superado ya sus posibilidades de tal manera que la centralización se ha convertido en una grave limitante para la realización de nuestro proyecto nacional. 


La descentralización exige un proceso decidido y profundo aunque gradual, ordenado y eficaz, de la revisión de competencias constitucionales entre Federación, Estados  y Municipios; proceso que deberá analizar las facultades y atribuciones actuales de las autoridades federales y de las autoridades locales y municipales, para determinar cuáles pueden redistribuir para un mejor equilibrio entre las tres instancias del Gobierno Constitucional.


Convencidos que la redistribución de competencias que habremos de emprender comenzará por entregar o devolver al municipio todas aquéllas atribuciones relacionadas con la función primordial de esta institución: el gobierno directo de la comunidad básica. 


El municipio es la comunidad social que posee territorios y capacidad política, jurídica y administrativa para cumplir esta gran tarea nacional: nadie más que la comunidad organizada y activamente participativa puede asumir la conducción de  un cambio cualitativo en el desarrollo económico, político y  social, capaz de permitir un desarrollo integral. 

La centralización ha arrebatado al municipio capacidad y recursos para desarrollar en todo sentido su ámbito territorial y poblacional; indudablemente que ha llegado el momento de revertir la tendencia centralizadora, actuando para el fortalecimiento de nuestro sistema federal. No requerimos una nueva institución, tenemos la del municipio.


Como un reclamo nacional, surgido a través de la nueva campaña de la revolución mexicana en que el pueblo le confirió el mandato presidencial, y de la intensa consulta popular realizada, podemos sintetizar la necesaria descentralización de la  vida nacional, con la firme voluntad política de avanzar por los mejores caminos de nuestra historia, conforme a nuestra sólida tradición federalista, y con la conciencia clara de que dicha descentralización deberá fundamentarse en el ejercicio pleno del municipio libre que los ciudadanos de cada comunidad deben tomar las decisiones que correspondan realmente a esta instancia en el marco de las leyes de la república; que deben respetarse y situarse con claridad los legítimos intereses locales, en el gran marco del interés nacional, y que sólo avanzaremos hacia la cabal descentralización de la vida nacional cuando hayamos logrado la descentralización política hacia la comunidad. 

En la iniciativa presidencia se consignan aquellos principios que deben ser comunes reglas básicas a todos los municipios del país. En consecuencia con el principio constitucional de los regímenes interiores de los Estados, se deja la regulación de las comunidades municipales a las constituciones y leyes locales, para que en éstas se contengan las normas que correspondan a las particulares geográficas, etnográficas, demográficas y económicas que sean propias de cada una de las entidades federativas.

 
Respecto de la estructura del precepto objeto de la iniciativa presidencial, se advierte que el mismo se integra por diez fracciones, de las cuales siete corresponden a las estructuras municipales y dos serán comunes a los Estados y Municipios y una más sin mayores modificaciones que las contenidas en el texto vigente del artículo 115; subrayando que el enunciado del artículo conserva en la iniciativa la fórmula redactada por el constituyente de Querétaro, misma que se encuentra identificada plenamente con nuestra nacionalidad y estructura republicana.

En la fracción primera, recogiendo los principios electorales que se consignan en el actual texto constitucional, se  apoya y robustece la estructura política de los ayuntamientos, consignando bases genéricas para su funcionamiento y requisitos indispensables para la suspensión, declaración de desaparición de poderes municipales o revocación del mandato a los miembros de los ayuntamientos.


Considerándose para esta proposición el deseo de generalizar sistemas existentes en la mayor parte de las Constituciones de los Estados y al mismo tiempo preservar a las Instituciones municipales de ingerencias o intervenciones en sus mandatos otorgados directamente por el pueblo, pretendiendo consagrar en lo fundamental un principio de seguridad jurídica  que responda a la necesidad de hacer cada vez más efectiva la autonomía política de los municipios, sin alterar, por otra parte, la esencia de nuestro federalismo.


Cabe destacar, como principal innovación de esta fracción la obligada instauración de un previo procedimiento con derecho de defensa para los afectados, ajustando a requisitos legales, antes de interferir sobre el mandato que los ayuntamientos ejercen por decisión del pueblo a través del sufragio directo o dicho sea en otras palabras, el establecimiento de la garantía de audiencia para la observancia en el caso de los principios de seguridad jurídica y de legalidad. Ahí también se pretende inducir a las entidades federativas, para que en sus Constituciones Locales y leyes relativas, señalen con toda precisión cuales deben ser las causas graves que puedan ameritar el desconocimiento de los poderes municipales o de los miembros de los ayuntamientos, y en otro aspecto, la adecuada instrumentación de los procedimientos y requisitos que deban cubrirse para la toma de tan trascendente decisión.

En la fracción II se reitera la personalidad jurídica de los Municipios, se confiere jerarquía constitucional al manejo de su patrimonio de conformidad con la ley, a fin de  evitar interpretaciones que se han dado en la práctica institucional, inclusive de orden judicial, que no corresponden a la ortodoxia jurídica de la naturaleza de los ayuntamientos como órganos deliberantes y de decisión de las comunidades  municipales, se establece con toda claridad que estarán facultados para expedir, de acuerdo con las bases que fijen las Legislaturas de los estados, los bandos de policía y buen gobierno y los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones.


Con esta medida, a la par que la anterior, se busca el robustecimiento político y jurídico de los Municipios.


Uno de los problemas que con mayor frecuencia y dramatismo han confrontado las comunidades municipales, es el inherente a la prestación de los servicios públicos a sus pobladores, pues ante la ambigüedad constitucional sobre cuales de dichos servicios les corresponden y la incapacidad manifiesta de algunos ayuntamientos para prestarlos, no pocos de ellos han sido absorbidos por los gobiernos locales y la Federación.

Concientes de la gran heterogeneidad de los municipios del país y de la complejidad de sus diversas circunstancias  demográficas, territoriales y económicas, se consideró como una necesidad capital, precisar los servicios que deba tener la incumbencia municipal, y que aún con la diversidad de las comunidades municipales en nuestro vasto territorio, puedan y deban ser comunes a todas y cada una de ellas.
Así, en la Fracción III, se definen como servicios públicos municipales: los de agua potable y alcantarillado, alumbrado público, limpia, mercados y centrales de abasto, panteones, rastro, calles, parques y jardines, seguridad pública y tránsito, establecimiento que podrán proporcionarse con el  concurso de los Estados cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes, teniendo además dicha característica de servicios públicos aquellos otros que se fijen por las Legislaturas Locales en atención a las condiciones territoriales y socio económicas de los municipios así como su capacidad administrativa y financiera. En el entendido de que esta problemática no ha sido privativa de nuestra Nación, acudimos a las experiencias de otras latitudes, recogiendo por sus reconocidos resultados positivos el derecho de los Municipios de una misma entidad de coordinarse y asociarse para la eficaz prestación de sus servicios públicos con la sola sujeción a las leyes de la materia.

Por su amplia reiteración y sustentación en toda la consulta popular, se concluyó en la necesaria reestructuración de la economía municipal, entendiendo, como así también lo proclamaron los Constituyentes de Querétaro, que no  podrá haber cabal libertad política en los municipios mientras éstos no cuenten con autosuficiencia económica. Por ende, en este renglón  fundamental para la subsistencia y desarrollo de los Municipios, se consigna en la Fracción IV de la iniciativa, en primer término, como concepto originario del Artículo 115 la libre administración de su hacienda por parte de los municipios, pero por otra parte, en una fórmula de descentralización, de correcta  redistribución de competencias en materia fiscal, se estimó conveniente asignar a las comunidades municipales los impuestos o contribuciones, inclusive con tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria así como de su  fraccionamiento, división, consolidación, traslado y mejora y las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles, previendo en caso de carencia de capacidad para la recaudación y administración de tales contribuciones que los Municipios podrán  celebrar convenios con los Estados para que éstos se hagan cargo de algunas de las funciones relacionadas con la mencionada administración constitutiva.
Se atribuyen legalmente a los Municipios los rendimientos de sus bienes propios, así como de las otras contribuciones y los otros ingresos que las Legislaturas establezcan a su favor, y fundamentalmente también los ingresos provenientes de la  prestación de los servicios públicos a su cargo.
Por último, en esta área hacendaria, se elevó a la categoría de rango constitucional el derecho de los municipios a recibir las participaciones federales que en su caso se les asignen, disponiéndose la obligación de las Legislaturas Locales de establecer anualmente las bases, montos y plazos con arreglo a los cuales la Federación debe cubrir a los Municipios dichas participaciones.
Como una disposición importante para la seguridad de los ingresos municipales, se consigna la obligación del pago de sus contribuciones para toda persona, física o moral o instituciones oficiales o privadas, sin exenciones o subsidios, evitando de esta manera a nivel constitucional las prácticas de exentar a diversas personas o empresas del sector público, de estas atribuciones que son consubstanciales para la vida de los municipios

Sin embargo, por imperativas razones de orden público, que por sí solas se explican, se exceptuó de estas reglas a los bienes del dominio público de la Federación. Estados y Municipios.

Además, como consecuencia lógica del principio de la libre administración de la hacienda municipal, se propone que los presupuestos de egresos de los Municipios deban ser aprobados sólo por los Ayuntamientos con base en los ingresos disponibles y evidentemente de acuerdo con los ingresos que se le hubieren autorizado.

Otro importante aspecto en el que la reforma municipal y el Municipio Libre habían venido quedando postergados, es el desarrollo urbano, tan necesario para su planeación y crecimiento racional, por lo que, en la Fracción V se faculta a los Municipios para intervenir en la zonificación y planes de desarrollo urbano Municipales, en la creación y administración de sus reservas territoriales, en el control y vigilancia del uso del suelo, en la regularización de la tenencia de la tierra, y en su necesaria intervención  como nivel de gobierno estrechamente vinculado con la evolución urbana, en el otorgamiento de Licencias y permisos para  construcciones y para la creación y administración de zonas de reservas ecológicas, todo ello de conformidad con los fines y lineamientos generales señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de la  propia constitución.
En la Fracción VI, se reitera la intervención de los Municipios para la formación de zonas conurbadas, como lo dispone el texto de la Fracción y del artículo 115 vigente, e igualmente se repite el contenido del actual segundo párrafo de la Fracción III, ahora como Fracción VII de la iniciativa en lo referente a la jerarquía de los cuerpos de seguridad publica entre los tres niveles de gobierno.

En lo tocante a la Fracción VIII que corresponde a los Estados, se reprodujo en sus términos el texto, tal y como se encuentra dispuesto en los párrafos relativos a la Fracción III, del actual artículo 115, con la sola variante relacionado con la integración de los ayuntamientos mediante el principio de  representación  proporcional, suprimiendo el límite poblacional establecido en el texto vigente del precepto, por considerar que el avance de la reforma política y la madurez cívica alcanzada por los ciudadanos hacen innecesario el límite actual de trescientos  mil habitantes o más de un Municipio para tener derecho a elegir a los miembros del Cabildo mediante el principio de representación proporcional, máxime que algunas Constituciones Locales reconociendo esa circunstancia, han eliminado o disminuido aquél límite, en uso de las facultades de los poderes estatales.
Un relevante renglón de la iniciativa, es la propuesta contenida en la Fracción IX  sobre la necesaria regulación de las relaciones de los trabajadores tanto al servicio de los Estados como de los Municipios, los que para corresponder cabalmente a los principios de tutela laboral consagrados en el artículo 123 de la Constitución Federal, deben estar igualmente, protegidos y consecuentemente se sugiere que a fin de que tales trabajadores cuenten con protección legal de un régimen jurídico como el nuestro, se regulen sus relaciones en las Constituciones Locales y en las Leyes estatales, mismas que deben observar como principios básicos la garantía de los derechos mínimos de sus servidores, la implantación de sistemas de servicio público de carrera estatal y municipal, niveles de estabilidad laboral en el empleo, al acceso a la función pública la protección al salario, la seguridad social, la inclusión de normas que garanticen la eficacia de los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, y  el establecimiento de procedimientos y autoridades adecuados para la solución jurisdiccional de controversias.

Sobre este particular se considera que debe proporcionarse al Municipio el apoyo técnico y administrativo correspondiente, lo que no puede lograrse si a cada cambio de funcionarios del ayuntamiento, se da la renovación de todo el personal de la Institución Municipal y se toma a la administración del Municipio como objetivo económico de grupo político, sin respetarse los derechos laborales de sus trabajadores. Por ello, se propone un sistema jurídico que fortalezca, que proporcione seguridad y estabilidad en el empleo, capacidad para desarrollar una carrera al servicio de los gobiernos municipales, y de esta manera evitar el riesgo indicado, que fue señalado en forma reiterada en todas las reuniones celebradas sobre el fortalecimiento municipal. 

Se ha logrado ya cierta estabilidad y protección de los derechos laborales de los trabajadores al servicio del Estado Federal y existe también un régimen respecto a los trabajadores al servicio de los gobiernos estatales en algunas entidades federativas, se debe proporcionar este mismo esquema a los municipios.

En la fracción X se propone la facultad para que la Federación y los Estados, así como también los municipios puedan celebrar convenios para el ejercicio de sus funciones, ejecución y operación de obras así como  la prestación eficaz de servicios públicos cuando el desarrollo económico y social lo hiciere necesario.
Esta edición se considera pertinente, a fin de homologar a nivel constitucional, la celebración de convenios que se han venido efectuando, entre la Federación y los Estados, en un apoyo del Federalismo,  desconcentrado y descentralizando recursos y acciones de la Federación hacia todas las regiones del País, como cabe señalar el convenio único de coordinación y otro tipo de convenios o concertaciones.

De esta manera, queda definida una situación que ha provocado algunos cuestionamientos a nivel especulativo sobre la licitud o trascendencia de este tipo de acciones jurídicas, que con resultados positivos han venido a robustecer de cierto modo el Federalismo Mexicano y el Desarrollo Regional.
Como transitorio de la iniciativa, se proponen, en primer término, la vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, y por otra parte  la debida observancia de la reforma planteada, las acciones del Congreso de la Unión y de las Legislaturas de los Estados, en el  plazo de un  año contado a partir de la vigencia del Decreto relativo, para reformar y adicionar las Leyes Federales así como las Constituciones y Leyes Locales, respectivamente, para proveer en forma congruente, real y pragmática las bases de una descentralización y acción de fortalecimiento Municipal se plantean en la  iniciativa. Por último, se establece como un plazo prudente, tomando en cuenta la instrumentación que debe hacerse de las Leyes Fiscales relativas, que las contribuciones locales y las participaciones a que se refieren los incisos a) al c) de la Fracción IV deberán percibirse por los Municipios a partir del primero de enero de 1984.

Hasta aquí se han venido externando los motivos y causas que generaron las reformas al Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Las que imponen el deber a las Entidades Federativas de adecuar sus Constituciones y Leyes secundarias al texto de la Ley Fundamental.

Nuestro estado no debe quedar a la zaga en las tareas de fortalecimiento Municipal que se pretende para todo el país a fin de robustecer nuestra democracia.

Ante tal evento advertimos que la Reforma a la Constitución Local debe seguir los lineamientos generales del Artículo  115, pero adecuándolo a las condiciones que prevalecen en nuestra entidad.

Al efecto consideramos que la denominación que le da actualmente la Constitución Local al Capítulo Unico del Título Quinto (de la Administración Municipal) es cuestionable  y deberá modificarse toda vez que la institución que reglamenta la Constitución es el Municipio y no la administración municipal, que constituye una consecuencia del primero, robusteciéndose dicho criterio con el antecedente del Diario de Debates al reglamentarse el Artículo 115 Constitucional en que nuestros Constituyentes pugnaron en que se reglamentara el Municipio Libre, mismo criterio han adoptado la Suprema Corte y los Doctrinistas del Municipio ya que al analizar este, se refiere a la Institución “Municipio” y no a la Administración Municipal. Por tales razones se propone modificar la nominación al Título Quinto Capítulo Único de nuestra Constitución por el “Del Municipio Libre”.
Analizando la estructura formal del Capítulo Único del Titulo Quinto de la Ley Fundamental del Estado, advertimos que el mismo se integra por tres artículos (36 al 38) proponiéndose que la adecuación motivada por las reformas la artículo 115, mantuviera la propia estructura, esto es diseminar el contenido de las modificaciones en tres artículos en la inteligencia que en el primer precepto deberán contenerse las bases de la constitucionalidad  del   municipio en el que incluyan las facultades reglamentarias para expedir bandos de policía y buen gobierno así como todos los reglamentos que rijan la vida municipal,  especificándose en forma enunciativa y no limitativa los servicios públicos que corresponden al municipio, dejando abierto el  camino para incrementar estos a través de la legislatura, Incluyéndose  además las facultades de éstos para coordinarse y asociarse y así obtener la más eficaz prestación de los prenombrados servicios.

En el segundo precepto se contiene el renglón hacendario  y financiero del municipio determinándose con precisión sus ingresos que le son propios en el que destaca la percepción de  tasas adicionales sobre la propiedad inmobiliaria, su fraccionamiento, consolidación, traslación y mejora y las que tengan como base el cambio de valor de los inmuebles.

En igual forma destaca la facultad de celebrar convenios con el Estado para que éste último se haga cargo de algunas funciones relacionadas con la administración de contribuciones; así  mismo adquiere relevancia la prohibición de conceder exenciones y  subsidios por las legislaturas a cargo de municipios.

Finalmente en el último precepto se contienen las facultades de los Municipios en materia urbana y ecológica con atribuciones plenas para formular, aprobar y administrar la zonificación e instrumentar planes de desarrollo urbano municipal, creando sus reservas territoriales e intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana obviamente ajustándose a los lineamientos del artículo 27 constitucional y leyes reglamentarias.
En base a tal estructura procedimos a normar la integración de cada precepto.

Al instrumentar el contenido del artículo 37 se propuso que en su primera parte se expresara: que la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado de Jalisco sea el Municipio Libre, puesto que con ella se ratifica la esencia y base de esta institución, agregando que este es libre e investido de personalidad jurídica y patrimonio toda vez que estos son los elementos rectores que dan vida y sustento en la democracia al municipio.

A la postre incluimos la forma de administración de los municipios refiriéndose obviamente a los ayuntamientos sentando las bases de su designación que es la elección popular directa y ratificando el principio constitucional de la no reelección.

Asimismo se estableció en el cuerpo constitucional los supuestos de suspensión, desintegración y declaración de inconstitución de los cuerpos edilicios por parte de la legislatura local haciendo la remisión a las leyes secundarias su instrumentación.

Como se advierte no se utiliza el término desaparición sino el de desintegración y se agregó el supuesto de declaración de inconstitución obedeciendo éste último a aquellos cabildos que antes de iniciar sus funciones no se integran, habiéndose optado cambiar el término desaparecer por desintegrar al estimar más jurídico éste último siendo a la vez la terminología utilizada por la Ley Orgánica Municipal, agregándose que en dichos procedimientos siempre se cumplimentará la garantía de audiencia y defensa. 

Se contiene además en este precepto la mención de los servicios públicos que constitucionalmente les corresponde habiéndose agregado el de estacionamientos y cambiando el término panteones por cementerios, limpia por aseo público, estimando que son jurídicos y los ha utilizado más la sociedad jalisciense y nuestras leyes secundarias, agregándose la facultad de los municipios para coordinarse y asociarse y así prestar mejores servicios públicos.

En lo concerniente al artículo 37 se comprende el renglón hacendario y financiero del municipio haciéndose la adecuación de las reformas del artículo 115 teniendo la diligencia en no desvirtuar los objetivos del legislador federal sin hacer modificaciones por estimar que estas no son necesarias.

En la instrumentación del artículo 38 que contiene las facultades de los municipios en los renglones urbanísticos y ecológicos nos encontramos en los mismos términos que el anterior esto es, no se propuso modificación alguna sino únicamente se adecuó el texto federal a la Constitución local.

Por las razones expuestas, se propone lo siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA EL TITULO QUINTO CAPITULO UNICO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE JALISCO DEN LOS SIGUIENTES TERMINOS:

.

.

